
Recurso 7/2014 
 
 

Resolución 12/2014, de 11 de febrero, del Tribunal Adminis-
trativo de Recursos Contractuales de Castilla y León, por la que se 
desestima el recurso especial en materia de contratación interpuesto 
por las empresas Burdinola S. Coop., Romero Muebles de Laboratorio 
S.A. y Flores Valles, S.A. contra la Resolución Rectoral de 30 de 
diciembre de 2013, por la que se adjudica el contrato de suministro, 
entrega e instalación del equipamiento científico técnico de los 
laboratorios del edificio I+D+i de la Universidad de Salamanca a la 
empresa Labortech Waldner S.L. 
 
 

I 
ANTECEDENTES 

 
Primero.- Por Resolución del Rector de la Universidad de Salamanca de 

26 de junio de 2013, se aprueba el expediente de contratación por 
procedimiento abierto para la contratación del suministro, entrega e instalación 
del equipamiento científico técnico de los laboratorios del edificio I+D+i de la 
citada Universidad. 

 
Este anuncio se publica en el Diario Oficial de la Unión Europea (DOUE) 

el 3 de julio de 2013 y en el Boletín Oficial del Estado (BOE) el 13 de julio. 
Asimismo se publica en el perfil del contratante de la Universidad de Salamanca 
y en la Plataforma de Contratación del Estado.  

 
Segundo.- La Mesa de contratación, en sesión celebrada el 22 de 

octubre formula propuesta de adjudicación del procedimiento abierto que tiene 
por objeto la contratación del suministro, entrega e instalación de del 
equipamiento científico técnico de los laboratorios para el edificio I+D+i de la 
Universidad de Salamanca, a favor de la empresa Labortech Waldner S.L. por 
presentar la oferta más ventajosa y resultar la mejor propuesta en relación con 
los criterios subjetivos y objetivos de valoración.  

 



 
 
 
 

 
 

2

Mediante Resolución del órgano de contratación de 30 de diciembre de 
2013 se acordó la adjudicación del contrato a la citada empresa. En la misma 
fecha se remitió la notificación de la adjudicación a los licitadores.  

 
Tercero.- El 17 de enero de 2014 D. Kepa Xavier Koskorrotza Laka, en 

nombre y representación de la empresa Burdinola S. Coop., D. Juan Romero 
Muñoz, en nombre y representación de la empresa Romero Muebles de 
Laboratorio S.A., y D. José María Colas Beato, en nombre y representación de 
Flores Valles, S.A., presentan en el registro del Tribunal Administrativo de 
Recursos Contractuales de Castilla y León recurso especial en materia de 
contratación contra la adjudicación del procedimiento abierto sujeto a 
regulación armonizada que tiene por objeto la contratación del suministro, 
entrega e instalación de equipamiento científico técnico de los laboratorios del 
edificio I+D+i de la Universidad de Salamanca, a favor de la empresa Labortech 
Waldner S.L.  

 
El recurso se fundamenta en que “los elementos presentados por la 

entidad Labortech Waldner, S.L. en la muestra de materiales llevada a cabo en 
el marco del procedimiento de adjudicación, incumplen multitud de requisitos 
técnicos exigidos en el pliego de prescripciones técnicas (en adelante PPT). Esta 
circunstancia ha provocado una inadmisible situación de desventaja a las 
entidades que representamos, toda vez que el incumplimiento de los citados 
requisitos ha permitido a Labortech Waldner, S.L. la presentación de una oferta 
económica más ventajosa, trasgrediendo gravemente el principio de igualdad 
en la concurrencia que debe regir todo procedimiento administrativo de 
adjudicación”.  

 
Tras analizar los incumplimientos del producto presentado por la 

empresa Labortech Waldner, S.L., solicitan que se deje sin efecto la adjudicación 
del contrato de suministro, entrega e instalación de equipamiento científico 
técnico de los laboratorios del edificio I+D+i de la Universidad de Salamanca, a 
favor de la empresa Labortech Waldner, S.L. 

 
Cuarto.- El 20 de enero este Tribunal requiere al órgano de contratación 

para que remita el expediente de contratación, acompañado del correspondiente 
informe, así como la dirección de correo electrónico de las empresas licitadoras 
interesadas, a efectos de notificarles la concesión del preceptivo trámite de 
audiencia.  
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En esa misma fecha el Tribunal admite a trámite el recurso con el 
número de registro 7/2014. 

 
Quinto.- El 27 de enero tiene entrada en el registro de este Tribunal el 

expediente de contratación y demás documentación exigida legalmente. El 
informe del Rector de la Universidad de Salamanca de 24 de enero pone de 
manifiesto la conformidad con la adjudicación efectuada.  
 

Sexto.- La Secretaría del Tribunal da traslado del recurso a los restantes 
licitadores, a fin de que puedan formular las alegaciones que estimen 
convenientes a su derecho.  

 
En este trámite la empresa adjudicataria, Labortech Waldner, S.L., 

presenta alegaciones en las que rebate los argumentos dados por las empresas 
recurrentes.  

 
 

II 
FUNDAMENTOS DE DERECHO 

 
1º.- La competencia para resolver el presente recurso corresponde al 

Tribunal Administrativo de Recursos Contractuales de Castilla y León, en virtud 
de lo dispuesto en los artículos 41.3 del texto refundido de la Ley de Contratos 
del Sector Público, aprobado por el Real Decreto Legislativo 3/2011, de 14 de 
noviembre (en adelante TRLCSP) y 59 de la Ley 1/2012, de 28 de febrero, de 
Medidas Tributarias, Administrativas y Financieras. 

 
2º.- Se acredita en el expediente la legitimación de las entidades 

recurrentes para interponer recurso especial y su representación, de 
conformidad con lo dispuesto en el artículo 42 del TRLCSP.  

 
3º.- El análisis de los requisitos de admisión del recurso se dirige contra 

el acto de adjudicación de un contrato de suministros con valor estimado 
superior a los umbrales comunitarios, por lo que es recurrible según lo previsto 
en el artículo 40.2.c) del TRLCSP. 
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La presentación del recurso se ha efectuado dentro del plazo de 15 días 
hábiles desde la remisión del Acuerdo de adjudicación al que se refiere el 
artículo 44 del TRLCSP. 

 
4º.- En cuanto al fondo del asunto, los recurrentes manifiestan su 

disconformidad con la valoración efectuada por la Mesa de contratación de las 
proposiciones presentadas por la empresa adjudicataria, ya que señalan que las 
muestras de materiales presentadas incumplen multitud de requisitos técnicos 
exigidos en el pliego de prescripciones técnicas (en adelante PPT).  

 
El análisis de las cuestiones planteadas por la empresa recurrente habrá 

que hacerlo a la luz de lo dispuesto en el pliego de cláusulas administrativas 
particulares (en adelante PCAP) y en el PPT que rigen la contratación. En este 
sentido, el artículo 115 del TRLCSP dispone: 

 
“1. Los pliegos de cláusulas administrativas particulares deberán 

aprobarse previamente a la autorización del gasto o conjuntamente con ella, y 
siempre antes de la licitación del contrato, o de no existir ésta, antes de su 
adjudicación. 

 
»2. En los pliegos de cláusulas administrativas particulares se 

incluirán los pactos y condiciones definidores de los derechos y obligaciones de 
las partes del contrato y las demás menciones requeridas por esta Ley y sus 
normas de desarrollo. En el caso de contratos mixtos, se detallará el régimen 
jurídico aplicable a sus efectos, cumplimiento y extinción, atendiendo a las 
normas aplicables a las diferentes prestaciones fusionadas en ellos”. 

 
En consonancia con ello, el artículo 145.1 del TRLCSP establece que “Las 

proposiciones de los interesados deberán ajustarse a lo previsto en el pliego de 
cláusulas administrativas particulares, y su presentación supone la aceptación 
incondicionada por el empresario del contenido de la totalidad de dichas 
cláusulas o condiciones, sin salvedad o reserva alguna”. 

 
Por su parte, el artículo 116.1 del mismo texto legal, en relación con los 

pliegos de prescripciones técnicas particulares, dispone que “El órgano de 
contratación aprobará con anterioridad a la autorización del gasto o 
conjuntamente con ella, y siempre antes de la licitación del contrato, o de no 
existir ésta, antes de su adjudicación, los pliegos y documentos que contengan 
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las prescripciones técnicas particulares que hayan de regir la realización de la 
prestación y definan sus calidades, de conformidad con los requisitos que para 
cada contrato establece la presente Ley”. 

 
En el recurso interpuesto se detallan los siguientes incumplimientos del 

producto SCALA presentado por la adjudicataria: 
 

1.- En el PPT se exige en relación con la mesa central en 
península de 335x150x90 cm. entre otros requisitos: Estructura de soporte con 
forma de “C” para apoyo de superficies de trabajo y sistema para 
desplazamiento de muebles en toda la longitud de la mesa (cláusula 1.2.1).  

 
Las recurrentes manifiestan que el mobiliario presentado por la 

adjudicataria no posibilita el desplazamiento de muebles en toda la longitud de 
la mesa. 

 
2.- En la cláusula 2 del PPT, referente a la memoria técnica, se 

hace constar: “Se valorarán aspectos que aumenten la seguridad del 
equipamiento instalado en aspectos como el comportamiento frente al fuego en 
el mobiliario, y en la vitrina de gases la menor porosidad de los materiales y 
cualquier otro aspecto que aumente la seguridad para el Usuario.  

 
Las recurrentes alegan que el mobiliario presentado por la 

adjudicataria está construido en aglomerado derivado de la madera (en 
concreto el conocido como OSB). Estos materiales no tienen un buen 
comportamiento ante el fuego y son altamente porosos y no descontaminables.  

 
3.- En la memoria técnica también se establece que “Se valorarán 

aspectos que mejoran la robustez del equipamiento, tales como rigidez y grosor 
de los perfiles verticales, resistencia de los estantes, resistencia de cajones y 
bisagras”. 

 
Las recurrentes manifiestan que los perfiles utilizados por la 

adjudicataria no apoyan sobre el suelo sino que apoyan sobre las armaduras de 
las mesas debilitando la robustez del mobiliario y el grosor de los perfiles es 
inferior al ofertado por otras marcas. Añaden que las bisagras están atornilladas 
directamente sobre el aglomerado por lo que la sujeción es débil y se llegarán a 
descolgar las puertas con el uso. 
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4.- Continúa diciendo la memoria técnica que en todos los casos 
se realizarán las instalaciones con materiales y acabados preferiblemente 
metálicos con alta resistencia química y térmica.  

 
Las recurrentes alegan que tanto el mobiliario como las vitrinas de 

gases son de aglomerado de madera. 
 
5.- En la cláusula 2.2.1 del PPT, módulos para almacenaje, en 

relación con muebles para mesas, se indica que “todos los muebles bajo mesa 
estarán construidos en material no poroso y resistente al fuego. 

 
La recurrente alega que el mobiliario presentado por la adjudi-

cataria es de aglomerado de madera.  
 
Dicha alegación se realiza también en relación con los muebles 

fregaderos, armarios colgados y armarios vitrinas ya que las cláusulas 2.7.1 y 
2.7.2 exigen que sean construidos con material no poroso y resistente al fuego 
(calificación mínima BS1D0 según Norma UNE EN 13051-107). 

 
6.- En la cláusula del PPT 2.7.2 se indica que las partes con las 

que el usuario está directamente en contacto deben estar concebidas con 
formas redondeadas para evitar cortes que puedan dañar al laborante. 

 
Las recurrentes alegan que los muebles presentados por la 

adjudicataria no tienen ninguna forma redondeada en su diseño.  
 
Del mismo modo alegan que determinados elementos de mobi-

liario, como los estantes, no tienen la capacidad solicitada en la descripción 
técnica (cláusulas 1.2.2., 1.2.3, 1.3.1, 1.3.3), que los fregaderos no tienen el 
espesor uniforme de acero inoxidable y que los estantes no tienen una 
regulación continua en altura. 

 
Manifiestan que la campana presentada no tiene pared lateral ni 

incluye alarma luminosa y acústica por exceso de temperatura en el interior de 
la cabina. Las repisas tampoco cumplen los requisitos establecidos en el PPT 
(cláusula 4.1.2).  
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Expuestos los motivos en los que se fundamenta el recurso interpuesto, 
hay que referirse al artículo 150 del TRLCSP que, en relación con los criterios de 
valoración de las ofertas, dispone:  
 

“1. Para la valoración de las proposiciones y la determinación de 
la oferta económicamente más ventajosa deberá atenderse a criterios 
directamente vinculados al objeto del contrato, tales como la calidad, el precio, 
la fórmula utilizable para revisar las retribuciones ligadas a la utilización de la 
obra o a la prestación del servicio, el plazo de ejecución o entrega de la 
prestación, el coste de utilización, las características medioambientales o 
vinculadas con la satisfacción de exigencias sociales que respondan a 
necesidades, definidas en las especificaciones del contrato, propias de las 
categorías de población especialmente desfavorecidas a las que pertenezcan los 
usuarios o beneficiarios de las prestaciones a contratar, la rentabilidad, el valor 
técnico, las características estéticas o funcionales, la disponibilidad y coste de 
los repuestos, el mantenimiento, la asistencia técnica, el servicio postventa u 
otros semejantes. 

 
»Cuando sólo se utilice un criterio de adjudicación, éste ha de ser, 

necesariamente, el del precio más bajo. 
 
»2. Los criterios que han de servir de base para la adjudicación 

del contrato se determinarán por el órgano de contratación y se detallarán en el 
anuncio, en los pliegos de cláusulas administrativas particulares o en el 
documento descriptivo”. 

 
Tanto la legislación de contratos del sector público como la Directiva 

2004/18/CE, lo que persiguen es que los criterios de valoración de las ofertas 
estén claramente delimitados y tengan relación con el objeto del contrato, que 
sean suficientemente conocidos por todos los licitadores y que se apliquen por 
igual a todos ellos, de modo que en ningún caso se otorgue al órgano de 
contratación un poder de elección desmedido o ilimitado. 
 

El artículo 117 del TRLCSP dispone: 
 

“4. Cuando las prescripciones técnicas se definan en la forma 
prevista en la letra a) del apartado anterior, el órgano de contratación no podrá 
rechazar una oferta basándose en que los productos y servicios ofrecidos no se 
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ajustan a las especificaciones a las que se ha hecho referencia, siempre que en 
su oferta el licitador pruebe, por cualquier medio adecuado, que las soluciones 
que propone cumplen de forma equivalente los requisitos definidos en las 
correspondiente prescripciones técnicas. A estos efectos, un informe técnico del 
fabricante o un informe de ensayos elaborado por un organismo técnico 
oficialmente reconocido podrán constituir un medio de prueba adecuado. 
 

»5. Cuando las prescripciones se establezcan en términos de 
rendimiento o de exigencias funcionales, no podrá rechazarse una oferta de 
obras, productos o servicios que se ajusten a una norma nacional que incorpore 
una norma europea, a un documento de idoneidad técnica europeo, a una 
especificación técnica común, a una norma internacional o al sistema de 
referencias técnicas elaborado por un organismo europeo de normalización, 
siempre que estos documentos técnicos tengan por objeto los rendimientos o 
las exigencias funcionales exigidos por las prescripciones. 
 

»En estos casos, el licitador debe probar en su oferta que las 
obras, productos o servicios conformes a la norma o documento técnico 
cumplen las prescripciones técnicas establecidas por el órgano de contratación. 
A estos efectos, un informe técnico del fabricante o un informe de ensayos 
elaborado por un organismo técnico oficialmente reconocido podrán constituir 
un medio adecuado de prueba”. 

 
En las alegaciones de la empresa adjudicataria se señala que el producto 

presentado por ella cumple los requisitos exigidos en el PPT y así se pone de 
manifiesto en la memoria técnica, en la que además señala que el mobiliario 
presentado no está construido en OSB. Del mismo modo presenta la calificación 
de calidad exigida por la normativa europea y a la que se refiere el PPT (BS1D0 
según Norma UNE EN 13051-107) que garantiza que el material con el que está 
construido el mobiliario ofertado no es poroso y es resistente al fuego.  

 
La Mesa de contratación ha otorgado mayor puntuación al mobiliario 

presentado por la adjudicataria pues, tras la inspección de las muestras 
presentadas, señala que las cabinas de extracción de gases cumplen de forma 
estricta los requisitos para el trabajo con ácidos concentrados mejorando las 
bases del concurso y poseen la certificación EN14175-7 que garantiza el 
comportamiento de la campana ante el trabajo con altas cargas de temperatura 
y con ácidos concentrados. Los muebles tienen estructuras de acero con mayor 
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capacidad de carga y muy resistentes a los agentes químicos que también 
cumplen con las normas EN 13150 y EN 14727). Las cajoneras son 
desmontables, las vitrinas y los estantes se ajustan a la normativa vigente 
respecto al trabajo con ácido, los paneles son intercambiables, las bases de 
enchufe tienen tapa, aspecto imprescindible en laboratorios que trabajan con 
reactivos químicos a lo que se añade un raíl funcional para diversos accesorios 
que incrementa la funcionalidad de la superficie de trabajo. 

 
El informe técnico de 21 de octubre de 2013 emitido por el equipo de 

trabajo nombrado por la Mesa de contratación, que fue tenido en cuenta para 
dictar su propuesta de adjudicación, señala que, tras el examen de la 
documentación remitida por las empresas licitadoras, la oferta de mayor calidad 
y valor técnico es la presentada por la empresa Labortech Waldner, S.L., que 
resultó ser la adjudicataria, pues en todos los apartados propone una oferta de 
igual o mayor calidad y versatilidad funcional que el resto de empresas. 
Asimismo la calidad de las instalaciones (gases, vacío, aire comprimido y agua 
refrigerada) propuestas por la empresa que resultó adjudicataria destacan 
respecto a las ofertadas por el resto de licitadores. Labortech Waldner, S.L 
también presentó una muestra muy amplia de vitrinas de gases y muebles de 
laboratorio con diferentes acabados y gran variedad de accesorios en su 
mobiliario, por lo que se considera que desde un punto de vista técnico es la 
oferta más recomendable.  

 
Por ello, a la vista del examen de la documentación presentada por las 

empresa licitadoras, no se observa vulneración del principio de igualdad y no 
discriminación, que es fundamental en la normativa comunitaria de contratación 
y básico para garantizar las libertades de la Unión Europea, que se erige como 
una cuestión no estrictamente formal o de requisito procedimental, sino que lo 
hace en pieza fundamental sobre la que los interesados en el procedimiento de 
adjudicación pueden acceder al mismo y han conocido en este caso con 
claridad su tramitación, las respectivas propuestas y los criterios de valoración y 
que han permitido la sujeción del poder adjudicador a cuanto estaba previsto 
en el anuncio de licitación y en los pliegos, proposiciones y prescripciones 
técnicas. 
 

Por otra parte, la recurrente no ha logrado acreditar que la valoración de 
la comisión de contratación fuera desproporcionada y arbitraria. Ha de tenerse 
en cuenta la posibilidad de que en la resolución de los procedimientos 
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contractuales se aprecie cierta “discrecionalidad técnica”, reconocida por la 
jurisprudencia, dentro de unos límites cuya superación conduciría a estar en 
presencia de una conducta arbitraria. 

 
Este Tribunal debe advertir de que el análisis del asunto que se somete a 

su consideración debe quedar circunscrito a los aspectos formales de la 
valoración, tales como normas de competencia o procedimiento, la vigilancia de 
que en la valoración no se hayan aplicado criterios arbitrarios o discriminatorios 
(en consonancia con los artículos 1 y 123 de la LCSP -artículos 1 y 139 del 
TRLCSP) o que no se haya incurrido en error material. La aplicación de criterios 
de valoración a los elementos evaluables mediante juicios de valor (como 
sucede en el presente caso) está excluido de las facultades del Tribunal, pues 
este Órgano no puede sustituir la decisión sobre el concreto valor atribuido a un 
aspecto de la oferta por otra, ya que ello supondría sustituir el juicio de un 
órgano experto competente para ello por el juicio de este Tribunal (Véanse al 
efecto las Resoluciones 176/2011, 251/2011 o la 51/2012 del Tribunal 
Administrativo Central de Recursos Contractuales, que adoptan la misma 
postura, criterio que es compartido por este Tribunal y que ha expuesto, entre 
otras, en la Resolución 18/2013, de 8 de octubre). 

 
En el presente caso lo que se pretende es sustituir una valoración por 

otra, pero no basada en ningún vicio formal de los señalados anteriormente, 
por lo que el análisis de la diferente valoración otorgada está vedada a este 
Tribunal.  

 
De conformidad con lo expuesto hasta ahora, este Tribunal considera 

que procede desestimar el recurso al haberse acomodado la adjudicación del 
contrato a una oferta efectuada conforme a las prescripciones técnicas 
establecidas en el pliego.  

 
En su virtud, al amparo de lo establecido en los artículos 47 TRLCSP y 61 

de la Ley 1/2012, de 28 de febrero, de Medidas Tributarias, Administrativas y 
Financieras, el Tribunal Administrativo de Recursos Contractuales de Castilla y 
León: 
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III 
ACUERDA 

 
PRIMERO.- Desestimar el recurso especial en materia de contratación 

interpuesto por las empresas Burdinola S. Coop., Romero Muebles de 
Laboratorio S.A. y Flores Valles, S.A. contra la Resolución Rectoral de 30 de 
diciembre de 2013, por la que se adjudica el contrato de suministro, entrega e 
instalación de equipamiento científico técnico de los laboratorios del edificio 
I+D+i de la Universidad de Salamanca a la empresa Labortech Waldner S.L. 

 
SEGUNDO.- Notificar este Acuerdo a todos los interesados en el 

procedimiento. 
 
TERCERO.- Levantar la suspensión automática prevista en el artículo 45 

del TRLCSP, de acuerdo con lo dispuesto en el artículo 47.4 del citado texto. 
 
De conformidad con los artículos 49 TRLCSP y 44.1 de la Ley 29/1998, 

de 13 de julio, de la Jurisdicción Contencioso-Administrativa (LJCA), contra este 
Acuerdo, ejecutivo en sus propios términos, solo cabe la interposición de 
recurso contencioso-administrativo en el plazo de dos meses, a contar desde el 
día siguiente a su notificación, ante la Sala de lo Contencioso-Administrativo de 
Valladolid del Tribunal Superior de Justicia de Castilla y León (artículo 10.1.k 
LJCA). 
 


